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ACUERDO MEDIANTE EL CUAL SE INSTRUYE AL DIRECTOR GENERAL DE ASUNTOS 
JURíDICOS, COMO REPRESENTANTE LEGAL DEL INSTITUTO NACIONAL DE 
TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACiÓN Y PROTECCiÓN DE DATOS 
PERSONALES, PARA QUE INTERPONGA ACCiÓN DE INCONSTITUCIONALlDAD 
ANTE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACiÓN, EN CONTRA DE LA LEY DE 
ARCHIVOS PARA EL ESTADO DE NUEVO LEÓN, PUBLICADA EN EL PERiÓDICO 
OFICIAL DEL GOBIERNO CONSTITUCIONAL DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 
NUEVO LEÓN, EL CUATRO DE NOVIEMBRE DE DOS MIL DIECINUEVE. 

Con fundamento en los artículos 60, apartado A, fracción VIII y 105, fracción 11, inciso h) de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 41, fracción VI de la Ley General 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 35, fracción XVIII de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública; 6, 8, 12, fracciones 1, IV Y XXXV, 18, 
fracciones IV, XIV, XVI Y XXVI, Y 32, fracciones I y II del Estatuto Orgánico del Instituto 
Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Dat'ps Personales; y 
conforme a las siguientes: 

CONSIDERACIONES 

1. Que el artículo 105, fracción 11, inciso h), de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, establece que la Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los 
términos que señale la Ley reglamentaria, de las acciones de ¡nconstitucionalidad que 
tengan por Objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carécter general 
y la propia Constitución, la cual podrá ejercitarse dentro de los treinta días naturales 
siguientes a la fecha de publicación de la norma, por el Organismo garante que establece 
el artículo 6° de la Constitución,. en contra de leyes de caracter local que vuln.eren el 
derecho al acceso a la información pública y la protección de datos personales. 

2. Que el dia cuatro de noviembre de dos mil diecinueve, se publicó en el Periódico Oficial 
del Estado Libre y Soberano de Nuevo León, la Ley de Archivos para el Estado de Nuevo 
León, de la cual este Pleno advierte que sus artículos 4, fracción XLVI; 8, 11, fracción IV; 
64,72, 73, 74, 75, 78, 90, 95, Primero y Décimo Primero Transitorios, son víolatorios del 
orden constitucional, al contravenir el articulo 6°, apartado A, 16, 73, fracción XXIX-S y 
XXIX-T, y 124, todos de la Constitución Federal. así como la Ley General de Archivos 
(LGA), Se estima así, en razón de que la regulación en materia de archivos resulta de 1 
fundamental importancia para garantizar el derecho humano de acceso a la información 
pública, En efecto, la posibilidad que tiene toda persona de ejercer a cabalidad el'derecho 
de mérito, se encuentra en gran medida condicionada por la existencia de un sistema de 
archivos bien conservados, preservados, actua[jzados y homogeneizados en toda la 
República. 
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3. Que los artículos 4, fracción XLVI: 11. fracción IV; 72, 73, 74, 75, Y Décimo Primero 
Transitorio son inconstitucionales, al establecer la existencia de un Registro Estatal de 
Archivos, pues las legislaturas estatales carecen de facultades para legislar sobre tal 
aspecto. Suponer que las legislaturas locales ostentan la atribución de legislar en materia 
de Registro Estatal de Archivos, implicaría duplicidad de funciones sobre un mismo tema, 
cuya competencia corresponde exclusivamente al Sistema Nacional a través de su 
Consejo Nacional. Si bien existe configuración legislativa a favor de [as entidades 
federativas en diversos aspectos previstos por la LGA, no existe configuración normativa 
en materia del Registro Estatal de archivos, puesto que del análisis de los artículos 78 al 
81 de la LGA, se desprende que lo que pretende ellegisladQr nacional es contar con una 
sola aplicación informática, alimentada por la información que habrán de registrar los 
sujetos obligados de los tres órdenes de gObierno en favor de una base registral única; 
al suponer que pueda haber 32 registros estatales de archivo, se perdería el atributo de 
que sea una herramienta única, uniforme y accesible a todos. 

4. Que el artículo 64, que prevé la integración del Consejo Estatal de Archivos, establece 
una integracion distinta a la prevista en la LGA Las legislaciones locales en matería de 
archivos deben replicar la integración, entre otros, de su Consejo Estatal de Archivos, 
conforme a la integración que establece el artículo 65 de la LGA En ese sentido, resulta 
inconstitucional la fracción ti del artículo 64, al prever en su integración al Titular del 
Poder Ejecutivo o de quien éste designe, toda vez que la LGA no prevé su participación 
en ese órgano, ni de alguien a quien él designe; asimismo, resulta inconstitucional la no 
contemplación del equivalente al titular de la Secretaría de Gobernación que, en el caso, 
seria el titular de la Secretaría de Gobierno del Estado, pues debe tratarse de un servidor 
público que cuente con el nivel jerárquico que le permita comprometer la toma de 
decisiones; la no contemplación del equivalente al titular de la Secretaría de la Función 
Pública, que sería el titular de la Contraloría y Transparencia Gubernamental; así como 
la no contemplación del equivalente a un integrante de la Junta de Gobierno dellNEGl, 
que sería un integrante del Comité Estatal de Información Estadística y Geográfica del 
Estado. 

5. Por otro lado, resulta inconstitucional el artículo 64 de la Ley local, pues no establece 
ninguno de los requisitos mínimos que debe contener la convocatoria para la designación 9 
de la representación de los archivos privados en el Consejo local, mismos que sí , 
establece la Ley General, cuestión que resulta inconstitucional, al no encontrarse 
homologada la Ley local con la General. 

6. Que el artículo 95 se estima inconstitucional, al no armonizar la naturaleza jurídica del 
Archivo General del Estado de Nuevo León, con lo dispuesto por el artículo 104 de la 
Ley General de Archivos, al contemplarla como una unidad administrativa cuya 
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estructura y organización será determinada por el Ejecutivo del Estado con base en las 
atribuciones de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, y no como un 
organismo descentralizado no sectorizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, 
que cuenta con autonomía técnica y de gestión, 

7. Que en la Ley local se suprimen las figuras de Órgano de Gobierno y Órgano de 
Vigílancia del Archivo General del Estado, contenidas originalmente en los artículos 109 
Y 110, así como en el113 de la LGA, en donde se establecen SUs atribuciones, las cuales 
están circunscritas a: en el primero de ellos, evaluar la operación administrativa, así como 
el cumplimiento de los objetivos y metas de la Ley, emitir lineamientos para el 
funcionamiento del consejo técnico y las demás previstas en otras disposiciones jurídicas 
aplicables; mientras que en el Órgano de Vigilancia se depositan las facultades de control 
y vigilancia relativas a la matería. La omisión de prever estas figuras, se estima 
inconstituci anal. 

8. Que la Ley local es omisa en establecer los requisitos de elegibilidad del Director 
General del Archivo, previstos en el articulo 111 de la LGA, En el mismo sentido, se 
omite indicar las atribuciones que ejercerá dicho Director General o titular del Archivo 
estatal; es decir, la celebración de toda clase de actos inherentes a la administración y 
representación legal del organismo de acuerdo con el ejercicio más amplío de dominio, 
así como de administración de la entidad, que deben ser ejercidas por quien ocupe el 
cargo de Director Generala titular del organismo, distintas a las que les corresponden 
al Archivo General del Estado como institución, o como presidente del Consejo Estatal, 
y que tratándose de la Ley Nacional, están previstos en su artículo 112. 

9. Que es inconstitucional el artículo 84, en el que se establecen las calidades de 
inalienable, imprescriptible e inembargable del patrimonio documental, pues éstas han 
sido establecidas sólo a favor de la Federación por la LGA en sus artículos 84 y 85, 

10. Que el artículo Primero Transitorio de la Leyes inconstitucional, pues establece que 
entrará en vigor a los 365 días hábiles siguientes contados a partir del día siguiente de 
su publicación en el Periódico Oficial del Estado. Al respecto, dicho plazo es 
contradictorio a lo señalado en el artículo Cuarto transitorio de la LGA, el cual establece 
que: "En el plazo de un año, a partir de la entrada en vígor de la presente Ley, las y 
legislaturas de cada entidad federatíva, deberán armonizar sus ordenamientos 
relacionados con la presente Ley". Es decir, en dicha norma se prevé que los Congresos 
Locales deben contar con su Ley de Archivos en vigor, a más tardar el 15 de junio de 
2020, en razón de que la LGA entró en vigor el15 de junio de 2019. Por lo anterior, al 
no tener la Ley local de archivos en vigor al 15 de junio de 2020, se estaría 
contraviniendo lo establecido en el artículo Cuarto Transitorio de la LGA e incumpliendo 
los principios y bases generales para la organización, conservación, administración y 
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preservación homogénea de los archivos. Asimismo, se estarían afectando los demás 
plazos establecidos en la ley para la implementación de las bases y procedimientos 
contenidos en dicha norma, tomando en cuenta que los plazos se computan a partir qe 
la entrada en vigor de la Ley local. 

11. Que el artículo 8 debería ser acorde con la redacción del artículo 12 de la LGA, que 
establece que los sujetos obligados deberán mantener los documentos contenidos en 
sus archivos en el orden original en que fueron producidos, conforme a los procesos de 
gestión documental, en los términos que establezcan el Consejo Nacional y las 
disposiciones jurídicas aplicables. En ese sentido, lo omisión de prever que los 
documentos deberán ser tratados conforme a los procesos de gestión documental líen 
los términos que establezca el Consejo Nacíon a 1", y solamente establecer que deberán 
ser tratados conforme a los "presentes lineamientos", constituye un motivo para declarar 
la inconstitucionalidad del precepto. 

12. Que el artículo 90 establece el deber para los sujetos obligados de promover la 
capacitación en las competencias laborales en la materia, de los responsables de las 
áreas de archivo; sin embargo, la Ley local es omisa en establecer la "profesionalización" 
de dichos responsables, como se encuentra previsto en el artículo 99 de la Ley General, 
razón por la cual, resulta inconstitucional. 

13. Que es claro que el derecho de acceso a la información no puede garantizarse por el 
Estado de manera efectiva, sin el pleno respeto a la triada de leyes consistente en la Ley 
General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley General de 
Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, y la Ley General de 
Archivos, cuyos objetivos son promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 
vinculados con el haber informativo público. En ese orden, es necesario leer y entender 
de manera conjunta dichas leyes, pues no se encuentran disociadas, sino relacionadas 
en atención a un mismo fin constitucional. Asimismo, resulta necesario atender a lo que 
disponen estas tres leyes generales, mismas que desarrollan los principios y bases que 
en dichas materias especificas establece la Constitución, y que constituyen parte del9 
parámetro de regularidad constitucional conforme al cual deben ser contrastadas las 
leyes locales que emitan las entidades federativas, a fin de armonizar su normativa. En ~ 
ese orden, la contravención de la Ley de Archivos para el Estado de Nuevo León, a lo 
que dispone la Ley General de Archivos, vulnera el sistema relativo al derecho de toda 
persona de acceso a la información pública, cuestión que da legitimación a este Instituto 
para impugnar la Ley de referencia. 

Por lo antes e)(puesto, y con base en las consideraciones de hecho y de' derecho referidas, 
el Pleno dellnstítuto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de 
Datos Personales, emite el siguiente: 
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PRIMERO. Se instruye al Director General de Asuntos Jurídicos, como representante legal 
del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos 
Personales, para que interponga acción de ¡nconstitucionalidad ante la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, en contra de la Ley de Archivos para el Estado de Nuevo León, 
publicada en el Periódico Oficial del Estado de Nuevo León el cuatro de noviembre de dos 
mil diecinueve. 

SEGUNDO. Se instruye a la Dirección General de Asuntos Juridicos que elabore el 
documento por el cual el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y 
Protección de Datos Personales, presenta acción de ¡nconstitucionalidad ante la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, en contra de la Ley de Archivos para el Estado de Nuevo 
León, publicada en Periódico Oficial del Estado de Nuevo León el cuatro de noviembre de 
dos mil diecinueve, de manera destacada, en contra de sus artículos 4, fracción XLVI; 8, 11, 
fracción IV; 64, 72, 73, 74, 75, 78, 90, 95, Primero y Décimo Primero Transitorios. 

TERCERO. Se instruye a la Secretaría Técnica del Pleno, para que, por conducto de la 
Dirección General de Atención al Pleno, realice las gestiones necesarias a efecto de que el 
presente Acuerdo se pUblique en el portal de intemet del Instituto Nacional de Transparencia, 
Acceso a la Información y Protección de Datos Personales. 

CUARTO. El presente Acuerdo entrará en vigor al momento de su aprobación por el Pleno 
del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos 
Personales. 

Así lo acordó, por unanimidad, con el voto particular del Comisionado Osear Mauricío Guerra 
Ford, el Pleno dellnstituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección 
de Datos Personales, en sesión ordinaria celebrada el cuatro de diciembre de dos mil 
diecinueve. Las Comisionadas y los Comisionados presentes firman al calce para todos los 
efectos a que haya lugar. 

Francisco Javier Acuña LI mas 
Comisionado Presidente 
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Lilia Ibarra Cadena 
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Esta hoja pertenece al ACT-PUB/04/1212019.07, aprobado por unanimidad de las Comisionadas y los Comisionados 
presentes, en sesión ordinaria del Pleno de este Instituto, celebrada el 04 de diciembre de 2019. 
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VOTO PARTICULAR DEL COMISIONADO OSCAR MAURICIO GUERRA FORO, 
RESPECTO A LA PRESENTACiÓN DE LA ACCiÓN DE 
INCONSTITUCIONALlDAD POR PARTE DEL PLENO DEL INSTITUTO 
NACIONAL DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACiÓN Y 
PROTECCiÓN DE DATOS PERSONALES ANTE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACiÓN EN CONTRA DEL DECRETO NO. 127, POR EL QUE 
SE EXPIDE LA LEY DE ARCHIVOS PARA EL ESTADO DE NUEVO LEÓN, 
PUBLICADO EN EL PERiÓDICO OFICIAL DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN EL 
04 DE NOVIEMBRE DE DOS MIL DIECINUEVE. 

Emito voto particular en atención a las siguientes consideraciones: 

El suscrito se encuentra de acuerdo con la determinación adoptada por el Pleno del 

Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos 

Personales, en adelante INAI, en el sentido de promover ante la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, la Acción de Inconstitucionalidad en contra del Decreto No. 

127, por el que se expide la Ley de Archivos para el estado de Nuevo León, 

publicado en el Periódico Oficial del Estado de Nuevo León el 04 de noviembre de 

dos mil diecinueve, en virtud de que si bien se observa que el Decreto No. 127 por 

el que se expide la ley de Archivos para el Estado de Nuevo León, se encuentra 

en lo general, acorde con los principios y bases generales que establece la Ley 

General de Archivos, no obstante el Pleno del INAI advierte con atino algunos 

aspectos normativos y omisiones legislativas que contravienen el proceso de 

armonización mandatado en la ley General de Archivos, por lo que en ese sentido 

esta ponencia está de acuerdo con promover la acción de inconstitucionalidad 

aprobada por el Pleno de este organismo garante. 

Sin embargo, hay un aspecto normativo el cual considero no debe ser materia de 

la presentación de la acción de inconstitucionalidad, y es en esta parte donde me 

aparto de la decisión tomada por los integrantes del Peno delINAI, y por tanto emito 

un voto particular para el efecto de que no considero oportuno presentar la acción 

de inconstitucionalidad en contra de lo dispuesto por el artículo 78 de la Ley de 

Archivos para el Estado de Nuevo León, el ~ual establece que sin perjuicio de lo 

establecido en la Ley General de Archivos, los documentos que se consideren 

patrimonio documental del Estado de Nuevo León, si bien, mis colegas de Pleno 



consideran que el dispositivo pudiese interpretarse en colisión con lo señalado con 

el diverso numeral 84 de la Ley General de Archivos que señala que el patrimonio 

documental de la Nación será propiedad del Estado Mexicano, también lo es, que 

debemos atender al ciclo de vida de los documentos, y es por ello que considero 

que originariamente los documentos generados y poseídos por los sujetos 

obligados del estado de Nuevo León, tienen la propiedad del patrimonio documental 

de sus acervos. 

Por ende, considero que esta disposición normativa, no sería contraria a disposición 

similar contenida en la Ley General de Archivos, que otorga a la Federación la 

titularidad del patrimonio de los archivos de la nación, ya que al tratarse de 

documentos que en principio son resguardados y tratados por los sujetos obligados 

del estado de Nuevo León, vemos de forma correcta que se señale a favor de dicho 

estado la titularidad patrimonial de los mismos, ya que esto deja en claro frente a 

cualquier sujeto de derecho del estado de Nuevo León, que los documentos son 

propiedad del estado mismo, en principio; ello no contraviene al hecho de que con 

posterioridad y debido a su valor documental, deban cederse en posesión al Archivo 

General de la Nación para su conservación, siendo así que la propiedad sobre los 

bienes documentales se transmitiría a la federación de conformidad con lo señalado 

en la Ley General de Archivos y la Ley de Archivos para el Estado de Nuevo León. 

Dicho de otra manera, ambos dispositivos son acordes y no se contraponen, porque 

habría concurrencia en cuanto a la titularidad patrimonial de los archivos, conforme 

al ciclo de vida de los mismos, es decir, en principio se poseen y resguardan en un 

ámbito estatal, y con posterioridad algunos de ellos pasan a ser resguardados por 

la federación. 

Osear M 


